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1. INTRODUCCIÓN 

Cinco son los ejes temáticos de naturaleza ambiental sobre el que versan las 

sentencias seleccionadas, como de mayor relevancia en esta materia, dictadas 

por el Tribunal Superior de Justicia del Principado de Asturias (TSJPA) durante 

el marco temporal cubierto por esta crónica. Un primer conjunto de sentencias 

tiene por objeto diferentes cuestiones relacionadas con la regulación 

administrativa sobre la caza, que, en último término, persigue la protección de 

intereses públicos de índole ambiental y tuitivos de las especias cinegéticas.  

En la sentencia 562/2024, de 1 de julio (recurso núm. 121/2024), por su parte, 

el TSJPA analiza si la regulación organizativa de los servicios de prevención y 

extinción de incendios es una estricta potestad de auto-organización 

administrativa que puede ser regulada unilateralmente por la Administración 

Autonómica como titular de las competencias subyacentes, o, si, en la medida 

que dicha regulación puede afectar las condiciones laborales de los empleados 

públicos adscritos a estos servicios, se deben negociar necesariamente las 

mismas con los representantes sindicales.  
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El debate existente en los concejos del occidente de Asturias sobre si los 

proyectos para la instalación de parques de energía eólica en su territorio 

representan un avance económico o, por el contrario, una amenaza 

medioambiental se asoma en el siguiente grupo de sentencias analizado en la 

crónica. El fallo de estos pronunciamientos judiciales en los que, atendiendo a 

una serie de defectos o vicios formales en las resoluciones administrativas 

objeto de impugnación, se establece la retroacción de las actuaciones y la 

continuación de la tramitación de los procedimientos administrativos para la 

autorización de estas instalaciones eólicas vislumbra que la controversia 

jurídica subyacente no ha hecho más que comenzar y que, muy 

previsiblemente, tendrá otros episodios en futuras entregas de esta crónica 

jurisprudencial, como sucede con otras temáticas ambientales, como la de la 

protección administrativa del lobo. 

Precisamente, sobre el lobo, y su protección jurídica por el ordenamiento 

administrativo, en esta crónica volvemos a referir, en el que constituye el cuarto 

de los ejes temáticos propuestos, otro pronunciamiento judicial, muy 

relacionado por otra parte con la doctrina ya previamente establecida por el 

TSJ del Principado de Asturias en la previa sentencia 958/2023, de 10 de 

octubre. 

Por último, en esta crónica se da noticia de una interesante sentencia 

(764/2024, de 26 de septiembre) en la que, en el marco de la revisión judicial 

de una resolución administrativa que desestimó una solicitud de autorización 

ambiental integrada para la instalación de un centro de almacenaje y 

tratamiento de residuos, invoca en su fundamentación jurídica, para la 

resolución de los hechos enjuiciados el principio formulado tanto por el Tribunal 

Constitucional como por el Tribunal Supremo de “no regresión en materia 

medioambiental”. 

2. CUESTIONES RELACIONADAS CON LA CAZA 

2.1. Derecho administrativo sancionador tuitivo de especies cinegéticas 

Diferentes sentencias dictadas durante el marco temporal objeto de tratamiento 

en esta crónica tienen como nexo común el enjuiciamiento de sanciones 

administrativas impuestas a particulares en aplicación del marco disciplinario 
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autonómico que regula el ámbito sectorial de la caza y que persiguen, en último 

término, la protección de las especies susceptibles de esta actividad cinegética 

y la realización de tal actividad en las máximas condiciones de seguridad para 

el resto de la ciudadanía. En las mismas, se analiza la cuestión jurídica general 

del alcance y aplicación del principio constitucional de legalidad sancionadora.  

En las sentencias 380/2024, de 30 de abril (recurso núm. 837/2023), 385/2024, 

(recurso núm. 607/2023), 392/2024 (recurso núm. 611/2023), y 394/2022 

(recurso núm. 612/2023), de 30 de abril concurre, aunque en casos diferentes, 

el mismo o muy análogo supuesto de hecho. En todas estas sentencias, se 

enjuician diferentes sanciones, de carácter grave, impuestas a una cuadrilla de 

cazadores que dispararon contra un jabalí en un coto determinado, pero, 

finalmente, y por la huida de la presa, tuvieron que capturarlo y darle muerte en 

otro contiguo y perteneciente ya a otro concejo asturiano, sin haber cursado 

previamente aviso de esta incidencia al guarda de la zona e incumpliendo, con 

ello, la obligación establecida, para este tipo de supuestos, en una disposición 

de naturaleza y carácter reglamentario como es la Disposición General de 

Vedas para la temporada 2022/2023 que había aprobado la Consejería de 

Medio Rural y Cohesión Territorial.  

El TSJ estimó estos cuatro recursos administrativos y anuló, en todos ellos, las 

sanciones administrativas impuestas, en vía administrativa, a los cazadores 

argumentando que las mismas habían conculcado el principio de legalidad 

sancionadora, y la reserva de ley garantizada por el art. 25 de la CE, al no 

encontrarse tipificada la infracción, ni siquiera en sus términos más generales, 

en una disposición de rango legal, sino únicamente en una disposición de 

carácter reglamentario.  

Resulta, en todas estas sentencias aplicable la doctrina jurisprudencial 

constitucional reiterada conforme a la cual si bien, en nuestro ordenamiento 

jurídico, la colaboración entre la ley y el reglamento a la hora de tipificar las 

infracciones administrativas es perfectamente admisible siempre que la ley 

determine los elementos esenciales de la infracción administrativa, resulta, en 

cambio, incompatible con el art. 25 de la CE y proscrito por dicha garantía 

constitucional que 
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“las remisiones se formulen en términos tan vagos o abiertos que hagan 

posible una regulación independiente y no claramente subordinada a la 

Ley, pues ello supondría degradar la garantía esencial que el principio de 

reserva de Ley entraña, como forma de asegurar que la regulación de los 

ámbitos de libertad que corresponden a los ciudadanos depende 

exclusivamente de la voluntad de sus representantes”.  

(F.J. 5º de las SSTSJA 380/2024, 385/2024, 392/2024, 394/2024, de 30 de 

abril) 

El supuesto de hecho de la sentencia 678/2024, de 24 de julio es distinto al de 

las sentencias anteriormente referenciadas, pero no lo es, en cambio, el 

problema jurídico, en último término subyacente, en la controversia y que 

denota, nuevamente, una incorrecta articulación técnica del régimen 

disciplinario sancionador en el ámbito sectorial de la caza en el Principado de 

Asturias. En este caso, la sanción que se impuso, y es objeto de enjuiciamiento 

por parte del TSJ, vino motivado por haber sorprendido agentes de la guardia 

civil, en un control rutinario, a un cazador con su escopeta cargada fuera de los 

terrenos cinegéticos y cuando la cacería ya había realmente finalizado.  

Conducta que resultaba flagrantemente contraria, y por ende infractora de lo 

establecido en la Disposición General de Vedas aplicable a la temporada en 

que sucedieron los hechos y que, establecía que: "En las batidas, se prohíbe 

tener cargados de armas antes del momento de llegar al puesto y después de 

abandonarlo", así como con lo preceptuado por el Reglamento de Caza del 

Principado de Asturias, aprobado en virtud de Decreto 24/1991, de 7 de 

febrero, modificado posteriormente, y que establece en su artículo 18.1 que: 

"En las Zonas de Seguridad, cuando las armas estén desenfundadas, deberán 

portarse descargadas".  

Sin embargo, y aquí reaparece y se manifiesta el mismo problema jurídico 

general advertido en las sentencias anteriores, pese a la tipificación clara y 

directa de estos comportamientos en disposiciones de naturaleza 

reglamentaria, la ley de caza asturiana no contiene una tipificación directa de 

los mismos, considerando inadecuada, por vaga e imprecisa, el TSJPA su 

subsunción en ninguna de las previsiones de la norma legal, a efectos del 
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cumplimiento de las garantías formales exigidas por el art. 25 de la CE. En las 

propias palabras del Tribunal: 

“la aplicación de los principios rectores del derecho administrativo, vis 

atractiva de los rectores del derecho penal exigen claridad en los tipos, así 

como una aplicación restrictiva de los criterios de aplicación que, en caso 

de duda, deberán ser siempre aplicables en beneficio y nunca en perjuicio 

del administrado, de conformidad con los principios contenidos en el art. 

9.3 de la Constitución Española”. (F. J. 4º de la STSJA 678/2024, de 24 de 

julio) 

Estas sentencias parecen denotar, por tanto, un problema estructural y técnico 

en la ley de caza asturiana (Ley del Principado de Asturias 2/1989, de 6 de 

junio y cuya última modificación data muy significativamente de 1999), y 

concretamente en el régimen disciplinario contenido en la misma, que resulta 

demasiado impreciso y vago, por no tipificar diferentes comportamientos 

habituales en la práctica o realidad cinegética cotidiana y que, al mismo tiempo, 

resultan potencialmente vulneradores de importantes bienes jurídicos. 

Situación o carencia de la normativa de rango legal que, como el TSJA viene 

concluyendo en las sentencias presentadas, no puede convalidarse o 

solucionarse a través de tipificaciones en normas de rango reglamentario, por 

conculcar tal técnica de regulación normativa la reserva legal en materia 

sancionadora establecida en el art. 25 de la CE. 

2.2 Adjudicación de aprovechamiento cinegético de coto regional de caza 

La sentencia 603/2024, de 9 de julio (recurso núm. 971/2022) resuelve el 

recurso contencioso-administrativo planteado por una sociedad de cazadores 

que fue excluida del procedimiento de adjudicación del aprovechamiento 

cinegético de un coto regional de caza por disponer la Administración de 

información según la cual, dicha sociedad de cazadores, pese a lo indicado 

afirmativamente en una declaración responsable, no se encontraba al corriente 

de las responsabilidades inherentes por los daños de especie cinegéticas, 

como exigían las bases de la licitación del coto regional. El TSJPA, en esta 

sentencia, desestima el recurso planteado por esta sociedad de cazadores y 

confirma la adecuación a derecho del procedimiento de control llevado a cabo 

por la Administración sobre el cumplimiento de este requisito de los Pliegos 
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rectores de la licitación del aprovechamiento cinegético. Tampoco aprecia ni 

considera probada el TSJPA la existencia de una desigualdad de trato en la 

manera en la que se procedió por parte de la Administración del Principado de 

Asturias a exigir el cumplimiento de este requisito a la sociedad de cazadores 

recurrente, y la manera en que se efectúo la comprobación para otros 

licitadores interesados en obtener la adjudicación del coto regional de caza. 

3. SUJECCION A LA OBLIGACION FORMAL DE NEGOCIACION 
COLECTIVA DE LAS RESOLUCIONES ADMINISTRATIVAS QUE 
ESTABLECEN LA ORGANIZACION DE LOS SERVICIOS DE PREVENCION, 
DETECCION Y EXTINCION DE INCENDIOS LABORALES 

La interesante doctrina jurídica que establece la sentencia del TSJPA 

562/2024, de 1 de julio (recurso núm. 121/2024) consiste en la confirmación de 

que la organización por parte de la Administración Autonómica del 

funcionamiento de los servicios de prevención, detección y extinción de 

incendios se encuentra sometida -en tanto pueda afectar a las condiciones 

laborales de los empleados públicos adscritos a tales cometidos en cuestiones 

como los turnos de trabajo, la realización de jornadas laborales especiales, etc. 

- a las obligaciones formales de negociación colectiva con las representantes 

sindicales establecidas por el art. 77 del Estatuto Básico del Empleado Público.  

De manera que, en el caso, de que -como sucedió en el supuesto enjuiciado- 

se dicten por la Administración Autonómica resoluciones administrativas que, 

en aras de la organización de los servicios de prevención y extinción de 

incendios, contengan, en último término una regulación o afectación material 

de dichas condiciones, sin haberse efectuado previamente la preceptiva 

negociación sindical, dichas resoluciones estarán afectadas por un vicio de 

nulidad.  

El TSJPA descartó la posible relevancia de dos circunstancias concurrentes en 

el caso y que pudieran excepcionar, o al menos introducir algún tipo de 

matización, en este principio basilar de negociación previa con la 

representación sindical de las relaciones laborales de los empleados públicos. 

La primera de ellas, y que, en cambio, si había sido aceptada por el Juzgado 

de lo Contencioso-Administrativo que, inicialmente, había conocido de este 
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caso, guardaba relación con el hecho de que las resoluciones administrativas 

que habían sido objeto de impugnación no tuvieron, verdaderamente, un 

carácter innovador del ordenamiento jurídico en lo relativo a las condiciones 

laborales de los empleados públicos afectados, sino que se limitaron a una 

mera reorganización de los recursos materiales y humanos. La segunda, por su 

parte, se encontraba vinculada a considerar que el contenido principal y 

esencial de dichas resoluciones administrativas (y que, por ende, debía primar) 

era un ejercicio de la potestad administrativa de autoorganización y solo 

indirecta e incidentalmente tenía un contenido de índole laboral. 

4. SOBRE LA AUTORIZACION ADMINISTRATIVA PARA INSTALACION DE 
PARQUES EOLICOS 

La adecuada contextualización de este bloque de sentencias exige dejar 

constancia de la existencia de una importante controversia en los concejos del 

occidente Principado de Asturias vinculada con los proyectos empresariales 

para instalar en los mismos parques de generación de energía eólica, 

basándose en las potencialidades de aprovechamiento de este tipo de energía 

que sus condiciones climáticas y atmosféricas posibilitan. Los defensores de 

este tipo de instalaciones ponen en valor el, a priori, mucho menor impacto 

ecológico, respecto a las fuentes de energía tradicionales, que tiene la 

generación de energía a través de fuentes renovables -como pueden ser la 

eólica- y la revitalización económica que las mismas pueden representar para 

los concejos donde se instalen. Sus detractores, aglutinados en un movimiento 

ciudadano conocido como Stop Eólicos, en cambio, fundamentan su rechazo a 

estas instalaciones en sus graves externalidades negativas sobre el paisaje y 

la biodiversidad de tales zonas rurales y en las negativas trasformaciones que 

los parques eólicos pueden representar. Las sentencias del TSJPA 497/2024, 

de 10 de junio (recurso núm. 407/2023) y 536/2024, de 17 de junio (recurso 

núm. 406/2023) se incardinan, plenamente, en dicho debate y representan la, 

por el momento, primera escenificación de sus ramificaciones jurídicas.  

Ambas sentencias tienen una fundamentación jurídica muy similar al resolver 

dos controversias que guardan muchas coincidencias entre sí, por lo que, 

realmente, pueden ser analizadas, a efectos de esta crónica de manera 

conjunta. Los hechos pueden resumirse, de manera general, del siguiente 
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modo. Una entidad mercantil interesada en la instalación de generadores de 

energía eólica en diferentes concejos del occidente de Asturias formula 

recursos contencioso-administrativos frente a las resoluciones administrativas 

del Principado de Asturias por las que se dispone a poner fin al procedimiento 

de solicitud de autorización administrativa previa y de construcción y 

declaración de utilidad pública de este tipo de instalaciones. Las resoluciones 

de la Administración Autonómica se fundamentaban, a su vez, en informes 

urbanísticos desfavorables de las entidades locales donde pretendían 

instalarse los generadores eólicos que consideraban, por un lado, que este tipo 

de instalaciones representaban un “uso prohibido” de los suelos afectados y, 

por otro, indicando que, en su caso, las distancias que deberían guardar dichas 

instalaciones deberían ser las máximas establecidas por la normativa aplicable 

(Directriz 13 del Decreto 43/2008, de 15 de mayo, sobre procedimientos para la 

autorización de parques eólicos por el Principado de Asturias).  

El TSJPA estima los recursos contencioso-administrativos planteados por la 

entidad promotora de parques eólicos al considerar que las Resoluciones 

administrativas que acordaron poner fin al procedimiento administrativo para su 

autorización incurrieron en un doble vicio de legalidad. El primero de estos 

vicios de legalidad consistiría en haber considerado como “uso prohibido” la 

instalación de las parcelas, cuando lo correcto hubiera sido calificarlo como un 

“uso incompatible” que requeriría una adaptación jurídica mediante Plan 

Especial, sea supramunicipal o local, o instrumento urbanístico de eficacia 

equivalente. La calificación de “uso prohibido”, argumentó el TSJPA, resulta 

contradictoria con diferente normativa comunitaria que, al contrario, insisten en 

la utilidad y necesidad de desarrollo de las energías renovables. El segundo 

vicio de legalidad, por su parte, sería considerar, en su caso, aplicables 

automáticamente las distancias de alejamiento máximas establecidas en la 

Directriz 13 del Decreto 43/2008, de 15 de mayo. La naturaleza de distancias 

máximas establecidas por dicha normativa exigiría un deber de motivación de 

las circunstancias concurrentes en el caso que justifican su aplicación y que en 

cambio se omitió en la tramitación administrativa enjuiciada.  

El TSJPA complementa su argumentación con la invocación de dos principios 

generales que refuerzan sus conclusiones. Por un lado,  



RCDA Vol. XV Núm. 2 (2024)  Juris Ambien Asturias 

 9 

“el principio europeo de "presunción refutable de que los proyectos de 

energías renovables son de interés público superior"( Reglamento (UE) 

2022/2577 del Consejo); y por otro lado, el art.4 de la Ley 40/2015, de 1 de 

octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. Las Administraciones 

Públicas que, en el ejercicio de sus respectivas competencias, establezcan 

medidas que limiten el ejercicio de derechos individuales o colectivos o 

exijan el cumplimiento de requisitos para el desarrollo de una actividad, 

deberán aplicar el principio de proporcionalidad y elegir la medida menos 

restrictiva, motivar su necesidad para la protección del interés público, así 

como justificar su adecuación para lograr los fines que se persiguen...". (F. 

J. 11.2 de las SSTSJPA 497/2024, de 10 de junio y 536/2024, de 17 de 

junio). 

Las sentencias -y son particular y exquisitamente cuidadosas en enfatizar este 

matiz- no concluyen en modo alguno que deban autorizarse, en un futuro y tras 

la tramitación de los correspondientes procedimientos administrativos, los 

proyectos para la instalación de los parques eólicos. Ello sería prejuzgar 

situaciones futuras y que dependerán por completo de los elementos de juicio 

que se incorporen en el marco de esas tramitaciones administrativas y que al 

resultar en el presente desconocidos impiden, por completo, cualquier 

pronunciamiento judicial al respecto. Simplemente en las sentencias se indica 

que la resolución administrativa por la que se concluyó el procedimiento 

incurría en unos defectos formales que obligan a la retroacción del 

procedimiento y a retomar su tramitación.  

Como se dice en las sentencias, una cosa es negar que la instalación de 

parques eólicos puede considerarse un “uso prohibido” y, otra, completamente 

diferente, que ello implique concluir que dichas instalaciones deben ser 

permitidas. Estas sentencias judiciales no representan por tanto ningún 

pronunciamiento definitivo sobre la cuestión de fondo, cuya tramitación 

continua en vía administrativa y resulta previsible será larga y conflictiva. 

5. CONTROVERSIAS JUDICIALES RELACIONADAS CON LA 
PROTECCION ADMINISTRATIVA HACIA EL LOBO 

Como se ha venido poniendo de manifiesto en anteriores entregas de esta 

crónica, y en particular en la relativa a la jurisprudencial ambiental relevante en 
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el Principado de Asturias durante el primer semestre de 2024 -además de los 

agricultores y ganaderos- también los colectivos y asociaciones ecologistas, 

han venido, considerando que la protección administrativa articulada hacía el 

lobo ibérico resulta inadecuada, aunque, desde su punto de vista, por 

insuficiente. Es, precisamente, en esta perspectiva en la que debe encuadrarse 

y contextualizarse las sentencia del TSJPA 601/2024, de 9 de julio (recurso 

núm. 992/2022). 

En este caso, la Asociación para la Conservación y Estudio del Lobo Ibérico 

(ASCEL) interpuso recurso contencioso-administrativo contra la Resolución de 

16 de octubre de 2022, de la Dirección General del Medio Natural y 

Planificación Rural, por la que se autoriza la realización de trabajos de 

localización y prevención del incremento de daños previos a una extracción de 

ejemplares de lobo (canis lupus signatus) en el interior del Parque Nacional de 

los Picos de Europa (zona de Cabrales-Peñamellera-Asturias) (BOPA núm. 

207, de 27 de octubre de 2022). Además de por aspectos formales de menor 

trascendencia a efectos de esta crónica, el recurso se fundamenta en que en 

dicha disposición administrativa se regularían y encontrarían amparo muertes 

intencionadas, capturas y controles sobre la especie. Es decir, que en las 

mismas no se contendría una prohibición absoluta y sin excepciones de tales 

prácticas lesivas sobre la especie animal objeto de protección.  

El TSJPA desestima, sin embargo, el recurso utilizando una argumentación 

jurídica análoga y muy similar a la que previamente había utilizado en su 

anterior sentencia 958/2023, de 10 de octubre (recurso núm. 932/2022) en la 

que se planteaba un caso muy similar. El TSJ concluye que como se colige de 

la normativa aplicable, particularmente del art. 16 de la Directiva 92/43/CEE del 

Consejo, de 21 de mayo de 1992, relativa a la conservación de los hábitats 

naturales y de la fauna y flora silvestres y de la propia jurisprudencia del TJUE 

(caso Tapiola) puede estar justificado, en determinados casos excepcionales, 

la captura o el sacrificio de lobos individuales. Tampoco acoge el TSJ del 

Principado de Asturias ninguno de los demás argumentos en que se 

fundamentó el recurso y que atribuían a la disposición administrativa objeto de 

impugnación falta de motivación, falta de justificación, y conculcación del 

principio de precaución o de cautela en materia ambiental. 



RCDA Vol. XV Núm. 2 (2024)  Juris Ambien Asturias 

 11 

6. APLICACIÓN DEL PRINCIPIO DE NO REGRESION MEDIOAMBENTAL 
COMO FUNDAMENTO PARA DESESTIMAR UNA SOLICITUD DE 
AUTORIZACION AMBIENTAL INTEGRADA 

El complejo equilibrio de la protección de los intereses medioambientales y la 

no renuncia a limitar desproporcionadamente la generación de la riqueza 

económica que resulta consustancial a las actividades industriales se 

encuentra en el trasfondo mismo de la sentencia del TSJPA 764/2024, de 26 

de septiembre (recurso núm. 766/2021). En este pronunciamiento jurisdiccional 

se desestima el recurso contencioso-administrativo que había planteado una 

entidad mercantil frente a la Resolución administrativa de la Administración 

Autonómica por la que se había desestimado su solicitud de autorización 

ambiental integrada para construir una instalación industrial consistente en un 

centro de tratamiento y almacenamiento de residuos. Esta desestimación se 

había fundamentado estrictamente en el informe desfavorable de los servicios 

técnicos municipales del concejo en que se pretendía desarrollar esta 

actividad, que concluía que la misma resultaba incompatible con los usos 

permitidos en la parcela, establecidos en el PGOU. En concreto, en dicho 

informe se establecía que la actividad pretendía instalarse en una parcela que 

no guardaba las distancias de seguridad exigidas en el planeamiento con 

viviendas y núcleos poblacionales cercanos.  

La sentencia fundamenta su argumentación en torno a tres circunstancias 

relevantes. Dos de ellas, de carácter más general y la tercera, y más relevante, 

si bien partiendo de las particularidades concretas del supuesto de hecho 

enjuiciado, aplicando, en último término, un principio general de gran 

proyección práctica en materia medioambiental. 

En primer lugar, en la sentencia se constata que según la normativa sectorial 

aplicable los informes urbanísticos de las entidades locales interesadas 

evacuados en la tramitación de esta tipología de procedimientos no son solo 

preceptivos, sino también vinculantes para la Resolución administrativa de la 

autorización ambiental que deba dictar la Administración Autonómica. En 

segundo lugar, la sentencia determina que una instalación que tenga por objeto 

el tratamiento y almacenamiento de residuos debe calificarse, a partir del 

fundamento probatorio contenido en los informes periciales incorporados al 
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proceso judicial, como una “actividad peligrosa”, a efectos de la determinación 

del régimen jurídico aplicable a la misma.  

La parte más relevante, a efectos de esta crónica, de la fundamentación 

jurídica de este pronunciamiento judicial del TSJPA 764/2024, de 26 de 

septiembre tiene que ver, sin embargo, con la tercera de las circunstancias 

relevantes del caso. En la litis, se planteaba por parte de la entidad mercantil 

recurrente que el informe urbanístico de la entidad local había aplicado unas 

normas urbanísticas del PGOU que exigían unas distancias mínimas entre la 

actividad a instalar y los núcleos de población más cercanos que no podían, sin 

embargo, considerarse, realmente, vigentes, por haber sido derogadas tales 

especificaciones espaciales en la normativa sectorial en la que se apoyaba la 

limitación del PGOU. De manera que al haberse derogado en la legislación 

sectorial todas las regulaciones sobre distancias mínimas, debía entenderse 

que no cabía exigir este requisito para el otorgamiento de autorizaciones 

ambientales.  

El TSJPA rechaza, sin embargo, esta argumentación. Y lo hace a través de la 

invocación expresa en el F. J. 6º de la sentencia del “principio de no regresión 

medioambiental”, articulado, inicialmente, en la jurisprudencia del TS y del TC y 

positivizado, más recientemente, en la Ley 7/2021, de 20 de mayo, de cambio 

climático y transición energética (aunque la misma no resultase ratione 

temporis aplicable a los hechos enjuiciados). La aplicación a los hechos 

enjuiciados en el caso de este principio conforme al cual la normativa, la 

actividad de las Administraciones Públicas y la práctica jurisdiccional no 

pueden implicar una rebaja o un retroceso cuantitativo ni cualitativo respecto de 

los niveles de protección ambiental existentes en cada momento, (salvo 

situaciones plenamente justificadas basadas en razones de interés público, y 

una vez realizado un juicio de ponderación entre los diferentes bienes jurídicos 

que pudieran entrar en contradicción con el ambiental) implica en las propias 

palabras del TSJPA la imposibilidad de “acoger una solución, como la que 

propone la actora, conforme a la cual se estaría admitiendo la posibilidad de no 

aplicar distancia alguna a zonas residenciales, o habitadas, en la autorización 

de este tipo de industria”. 

  


